
Legislatura de la Provincia
 de Río Negro

FUNDAMENTOS

La  seguridad  pública  constituye  una  de 
las  principales  preocupaciones  de  la  ciudadanía  y,  en 
consecuencia, uno de los desafíos más relevantes para quienes 
tenemos  la  responsabilidad  de  diseñar  y  ejecutar  políticas 
públicas. La demanda social de respuestas eficaces frente al 
delito exige del Estado una actitud diligente y firme frente a 
las  modalidades  criminales  que  se  desarrollan  en  la 
actualidad.

En  ese contexto,  resulta  indispensable 
repensar el sistema penal y adecuarlo a las transformaciones 
tecnológicas y sociales de nuestro tiempo. El Código Penal de 
la Nación y las normas procesales y de ejecución penal fueron 
concebidos en una época en la que la privación de libertad 
implicaba, esencialmente, el aislamiento físico del condenado 
respecto de la sociedad, incluso en las etapas primigenias de 
nuestro sistema punitivo se contemplaba la pena de reclusión, 
que actualmente no se aplica. Bajo esa concepción tradicional, 
la pena privativa de la libertad procuraba que la persona 
condenada adquiriera la capacidad de comprender y respetar la 
ley,  asumir  la  gravedad  de  sus  actos  y  favorecer  su 
reinserción social, conforme lo establece el artículo 1° de la 
Ley Nacional N° 24.660.

Sin embargo, el avance de la tecnología 
y  de  las  comunicaciones  digitales  ha  modificado 
sustancialmente el alcance real de la privación de libertad. 
En la actualidad, el acceso irrestricto a teléfonos celulares, 
internet,  redes  sociales  y  billeteras  virtuales  dentro  de 
establecimientos  penitenciarios  posibilita  que  personas 
privadas de su libertad continúen participando en actividades 
ilícitas  desde  el  encierro,  organizando,  coordinando  y 
ejecutando delitos a distancia.

Esta  realidad  evidencia  que  la  sola 
restricción  de  la  libertad  ambulatoria  ya  no  resulta 
suficiente para cumplir adecuadamente los fines preventivos y 
resocializadores de la pena. El espacio público contemporáneo 
no se limita únicamente a las calles, lugares de trabajo, 
establecimientos educativos o ámbitos físicos de interacción 
social;  hoy  también  comprende  el  entorno  digital  y  las 
plataformas virtuales, desde donde pueden cometerse delitos de 
enorme impacto social y económico.

Los delitos informáticos y las maniobras 
ilícitas  a  través  de  medios  digitales  han  crecido 
exponencialmente  en  los  últimos  años.  Fraudes  telefónicos, 
robo  de  datos  personales,  amenazas,  grooming,  ciberacoso, 
extorsiones, venta de estupefacientes y coordinación de bandas 
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criminales, inclusive vinculadas al crimen organizado, forman 
parte  de  las  nuevas  modalidades  delictivas  que  encuentran 
canales de ejecución dentro de los propios establecimientos 
penitenciarios.

La  provincia  de  Río  Negro  no  resulta 
ajena a esta problemática. Por nombrar algunos casos, durante 
el  año  2024,  el  Ministerio  Público  provincial  obtuvo  la 
condena de un interno que, mientras cumplía una pena privativa 
de  libertad,  lideraba  una  asociación  dedicada  a  realizar 
estafas  telefónicas.  Asimismo,  recientemente,  una  requisa 
efectuada en el Establecimiento de Ejecución Penal N° 5 de la 
ciudad de Cipolletti permitió detectar un esquema de acopio y 
distribución  de  sustancias  prohibidas  dentro  de  la  unidad 
penitenciaria,  secuestrándose  además  teléfonos  celulares  de 
alta gama y chips de telefonía, circunstancia que motivó la 
intervención de la Justicia Federal.

Estos hechos demuestran con claridad que 
la mera detención física no resulta suficiente para prevenir 
la  comisión  de  nuevos  delitos.  Por  el  contrario,  las 
condiciones  actuales  de  detención  en  las  penitenciarías 
provinciales,  donde  se  permite  la  tenencia  y  el  uso 
indiscriminado  de  telefonía  celular  con  acceso  a  internet, 
facilitan la continuidad de actividades criminales orquestadas 
desde el interior de los establecimientos.

En  igual  sentido  se  han  pronunciado 
diversos actores del sistema judicial y político de nuestro 
país a partir de casos de alto impacto público, como el de la 
denominada “Banda del Millón” o el del soldado hallado muerto 
en la residencia de Olivos, situaciones que expusieron cómo 
personas privadas de la libertad continuaban liderando bandas 
delictivas mediante el uso de dispositivos móviles. La jueza 
federal Sandra Arroyo Salgado ha advertido públicamente sobre 
los riesgos que implica el uso indiscriminado de celulares 
dentro de las cárceles, señalando que ello ha permitido la 
planificación  y  ejecución  remota  de  delitos  de  extrema 
gravedad,  tales  como  secuestros  virtuales,  extorsiones, 
homicidios  por  encargo,  maniobras  de  narcotráfico,  estafas 
digitales  y  otros  ilícitos  complejos.  Incluso,  propuso  al 
Ministerio de Justicia de la Nación que en el anteproyecto de 
reforma del Código Penal Federal se amplíe el concepto de la 
pena privativa de libertad al ámbito virtual.

En  consonancia  con  ello,  el  Estado 
Nacional avanzó en distintas medidas orientadas a restringir 
las  comunicaciones  no  controladas  dentro  del  Sistema 
Penitenciario  Federal,  incluyendo  la  instalación  de 
dispositivos  de  detección  y  bloqueo  de  IMEI/IMSI  en 
establecimientos carcelarios mediante la Resolución 336/2026 
del Ministerio de Seguridad Nacional. Y a su vez, el Ente 
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Nacional de Comunicaciones (ENACOM) dictó una resolución clave 
que modifica el procedimiento para el bloqueo de terminales 
con reporte de robo, hurto o extravío, extendiendo su alcance 
a  los  establecimientos  penitenciarios  federales.  Esta 
normativa,  la  Resolución  ENACOM  N°  300/2026,  incorpora  la 
definición de IMSI (Identidad Internacional de Abonado Móvil) 
y establece que los Prestadores de Servicios de Comunicaciones 
Móviles (PSCM) deberán bloquear el IMEI, el IMSI y la línea 
telefónica  asociada,  a  solicitud  expresa  del  Ministerio  de 
Seguridad de la Nación.

Asimismo,  corresponde  recordar  que  la 
habilitación excepcional del uso de telefonía celular en tales 
unidades  tuvo  origen  en  el  contexto  extraordinario  de 
aislamiento  derivado  de  la  pandemia  de  COVID-19,  mediante 
decisiones  judiciales  adoptadas  para  garantizar  la 
comunicación de las personas detenidas con sus familiares y 
defensores.  No  obstante,  superada  aquella  situación 
excepcional, resulta necesario revisar y adecuar el régimen 
vigente  a  las  actuales  necesidades  de  seguridad  pública, 
garantizando  simultáneamente  el  respeto  de  los  derechos 
fundamentales de las personas privadas de libertad.

La  presente  iniciativa  no  procura 
impedir las comunicaciones legítimas de los internos con sus 
familias, abogados o autoridades judiciales. Por el contrario, 
dichas comunicaciones deben continuar garantizándose mediante 
mecanismos  regulados,  controlados  y  provistos 
institucionalmente  por  el  Servicio  Penitenciario,  de 
conformidad  con  los  principios  constitucionales  y 
convencionales aplicables.

El  Estado  provincial  tiene  el  deber 
indelegable de prevenir el delito y proteger a las potenciales 
víctimas. La lucha contra la inseguridad no puede descansar 
únicamente  en  medidas  de  autoprotección  de  los  propios 
vecinos, obligándolos a vivir detrás de rejas, con alarmas, 
contratando  seguros  onerosos  y/o  sistemas  de  vigilancia 
privada para compensar las falencias del sistema. Por ello, es 
imperativo que el gobierno rionegrino, en todos sus niveles, 
adopte acciones concretas destinadas a evitar que el delito 
ocurra.

Corresponde también mencionar que el uso 
indebido de teléfonos celulares y dispositivos de comunicación 
dentro de las unidades penales no sólo representa un peligro 
para el exterior, sino también un factor de grave alteración 
del  orden  y  la  seguridad  intramuros,  en  tanto  favorece 
circuitos  clandestinos  de  comercialización  e  intercambio 
dentro  de  los  mismos,  generando  situaciones  de  violencia, 
robos y conflictos entre internos. Del mismo modo, facilita 
maniobras  de  organización  incompatibles  con  el  normal 
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funcionamiento del sistema penitenciario, que tensionan los 
mecanismos institucionales de control y disciplina.

Al respecto, esta Legislatura ha venido 
avanzando  en  diversas  reformas  orientadas  a  fortalecer  la 
seguridad pública y modernizar el sistema penal provincial. 
Entre ellas, cabe mencionar la sanción de la Ley Provincial N° 
5790,  que  incorporó  el  Registro  Provincial  de  Huellas 
Genéticas  y  modificó  disposiciones  de  la  Ley  P  N°  5020, 
incorporando el instituto de la reiterancia delictiva; la Ley 
P  N°  5720,  relativa  a  prisión  preventiva;  y  el  reciente 
proyecto aprobado en primera vuelta que modifica la Ley S N° 
3008  del  Sistema  Penitenciario  Provincial,  restringiendo 
beneficios carcelarios para autores de delitos graves. Resulta 
menester señalar que todavía está pendiente el tratamiento de 
proyectos de ley que -con matices-  disponen la instalación de 
inhibidores  de  señal  en  el  ámbito  de  todos  los 
establecimientos del Sistema Penitenciario Provincial.

La presente propuesta se inscribe dentro 
de ese mismo proceso de actualización normativa. Su finalidad 
es  incorporar  expresamente  en  la  Ley  P  N°  5020  —Código 
Procesal Penal de la Provincia de Río Negro— el concepto de 
que  la  pena  privativa  de  libertad  comprende  no  sólo  la 
restricción de la libertad física o ambulatoria, sino también 
la  limitación  en  el  acceso  a  medios  digitales  y  de 
comunicación móvil.

De  este  modo,  se  procura  adecuar  el 
ordenamiento  jurídico  provincial  a  las  nuevas  realidades 
tecnológicas  y  criminales,  fortaleciendo  la  eficacia 
preventiva  de  las  medidas  de  coerción  y  de  las  penas 
privativas  de  libertad,  protegiendo  a  las  víctimas  y 
garantizando  mayores  niveles  de  seguridad  para  toda  la 
ciudadanía rionegrina. 

Entendemos  que  esta  iniciativa 
representa  una  medida  necesaria,  razonable  y  acorde  a  las 
nuevas formas delictivas, evitando que los establecimientos de 
detención  sean  ámbitos  desde  los  cuales  se  organizan  y 
ejecutan delitos que afectan diariamente a nuestros vecinos.

Legislar  en  esta  materia  no  implica 
restringir  derechos  de  manera  arbitraria,  sino  asumir  con 
responsabilidad  institucional  el  deber  de  proteger  a  la 
ciudadanía, fortalecer la prevención del delito y resguardar a 
las víctimas. La seguridad de los rionegrinos no puede quedar 
subordinada  a  vacíos  normativos  ni  a  prácticas  que  han 
demostrado ser insuficientes frente a las dinámicas criminales 
actuales.
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Por último, quiero recordar a nuestros 
pares  que  la  ciudadanía  espera  de  sus  representantes 
decisiones  firmes  y  eficaces  frente  a  problemáticas  que 
afectan  directamente  su  integridad,  su  patrimonio  y  la 
convivencia  diaria,  y  esta  temática  nos  impele  a 
involucrarnos.

En virtud de lo expuesto, solicitamos a 
nuestros pares el acompañamiento del presente proyecto de ley.

Por ello; 

Autor: Bloque Pro Unión Republicana.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y

  

Artículo 1°.- Se incorpora el artículo 103 bis al Anexo de la 
ley P nº 5020 —Código Procesal Penal de la Provincia de Río 
Negro—, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 103 bis.- PRIVACIÓN DE LIBERTAD FÍSICA Y DIGITAL. 
Privación de libertad física y digital. La privación de 
libertad  dispuesta  en  el  marco  del  presente  Código 
comprende tanto la restricción de la libertad ambulatoria 
como la limitación del acceso, tenencia y utilización de 
dispositivos  de  comunicación  móvil,  servicios  de 
telefonía celular, internet, redes sociales, plataformas 
digitales  y  cualquier  otro  medio  tecnológico  y/o 
dispositivo electrónico susceptible de ser utilizado para 
la comisión, organización, facilitación o continuidad de 
actividades delictivas.

La  reglamentación  garantizará 
mecanismos  institucionales  de  comunicación  controlada 
entre las personas privadas de libertad, sus defensores, 
autoridades judiciales y familiares y allegados”-

Artículo 2°.- Se modifica el artículo 109 del Anexo de la ley 
P nº 5020, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 109.- PROCEDENCIA. Procedencia.  Siempre  que 
existieren  elementos  de  convicción  suficientes  para 
sostener  como  probable  la  participación  punible  del 
imputado  en  el  hecho  investigado,  el  acusador  podrá 
requerir  fundadamente  ante  el  juez  interviniente  la 
prisión  preventiva  cuando  considerare  que  las  demás 
medidas  cautelares  o  de  coerción  personal  fueren 
insuficientes para asegurar los fines del procedimiento. 
La prisión preventiva implica la privación de libertad 
física y digital del imputado, conforme las limitaciones 
previstas en el artículo 103 bis de la presente.

A  tales  efectos,  el  juez  convocará  a 
audiencia  con  el  requirente  y  la  defensa,  debiendo  en 
ella el acusador demostrar los siguientes extremos:
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1. Que el imputado intentará evadirse o entorpecer el 
accionar de la justicia.

2. Que  existen  antecedentes  para  sostener  que  el 
hecho se cometió y configura un delito reprimido 
penalmente con pena privativa de libertad, y que a 
“prima facie” no correspondiere pena de ejecución 
condicional.

3. Que  existen  elementos  de  convicción  suficientes 
para considerar razonablemente que el imputado es 
autor o partícipe del hecho investigado.

4. Que  el  imputado  haya  incumplido  medidas  de 
restricción  impuestas  en  razón  de  violencia  de 
género.

Al solicitarla, el acusador deberá exponer 
con  claridad  los  motivos  en  los  cuales  sustenta  su 
pedido. El juez controlará la legalidad y razonabilidad 
del requerimiento por apreciación de las circunstancias 
del caso particular, y resolverá fundadamente, pudiendo 
establecer un plazo acorde a los peligros procesales y a 
las pruebas pendientes de realización.

Para decidir acerca del peligro de fuga se 
podrá  tener  en  cuenta,  entre  otras,  las  siguientes 
pautas:

1. Arraigo, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios 
o  trabajo,  y  las  facilidades  para  abandonar  el 
país o permanecer oculto y demás cuestiones que 
influyan en el arraigo del imputado.

2. El  comportamiento  del  imputado  durante  el 
procedimiento, en la medida en que indique cuál es 
su voluntad de sujetarse al proceso penal, y en 
particular, si incurrió en rebeldía, o si hubiese 
ocultado  información  sobre  su  identidad,  o 
domicilio, o si hubieseproporcionado una falsa.

Para  decidir  acerca  del  peligro  de 
entorpecimiento  para  la  averiguación  de  la  verdad,  se 
podrá  tener  en  cuenta  la  existencia  de  indicios  que 
justifiquen la grave sospecha de que el imputado:

1. Destruirá,  modificará,  ocultará,  suprimirá  o 
falsificará elementos de prueba.
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2. Influirá  para  que  víctimas,  testigos  o  peritos 
informen  falsamente  o  se  comporten  de  manera 
desleal o reticente.

3. Inducirá a otros a realizar tales comportamientos.

4. Continuara  el  ejercicio  de  violencia  de  género 
contra  la  víctima:  hostigando,  intimidando, 
amenazando, dañando o atentando de cualquier forma 
contra su integridad física y/o emocional.

En  este  supuesto,  la  prisión  preventiva 
podrá aplicarse aun en el caso donde “prima facie”, de 
recaer condena, esta pueda ser de ejecución condicional".

Artículo 3°.- De forma.


